Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 20 minutos) 


- La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a los doctores Yelpo, Artecona y Pérez y al contador Cantera, representantes 
del Banco Central, a los efectos de continuar con el tema relacionado con información sobre personas, empresas e instituciones 
incorporadas a sus registros. 


Habíamos quedado en considerar algunas modificaciones a los artículos de la presente ley, en tal sentido, los dejamos en el uso de 
la palabra. 


SEÑOR ARTECONA.- Simplemente, voy a hacer una introducción general y luego les cedo el uso de la palabra a mis colegas, 
quienes han analizado en profundidad este tema. 


En principio, me gustaría dejar consignado cuál es el régimen vigente, tal como lo entiende el Banco Central en materia de 
información. Desde el origen de la norma consagrada en el artículo 25 del decreto-ley N* 15.322, siempre consideró que las 
operaciones activas no estaban comprendidas. Dicho de otro modo, la disposición del artículo 25 del decreto-ley N* 15.322 
comprende dos categorías de información: toda información sobre operaciones pasivas -en general, operaciones en las que los 
Bancos asumen una obligación de restitución o custodio- o informaciones confidenciales recibidas de o sobre los clientes. En este 
sentido, las operaciones activas están excluidas del alcance del artículo 25; sí lo están aquellas informaciones confidenciales que 
puedan ser antecedentes de la concesión de un crédito en una operación activa, pero no los datos de la operación en sí misma 
como, por ejemplo, sus garantías, etcétera. 


Ahora bien, ¿esto quiere decir que en el régimen vigente el Banco entienda que esa información se puede divulgar libremente? 
Consideramos que no, pero no porque existan las restricciones impuestas por el artículo 25, sino porque hay una obligación 
genérica de secreto profesional derivada del artículo 302 del Código Penal que, por un lado, vincula a los Bancos respecto de sus 
clientes y, por otro, al Banco Central respecto de la información que obtiene en ejercicio de sus poderes de control. 


Entonces, en nuestra opinión, este proyecto de ley, por un lado, no es innovador en el sentido de que el secreto bancario 
consagrado en el artículo 25 del decreto-ley N* 15.322 el Banco Central siempre entendió que no comprendía información sobre 
operaciones activas. 


Sin embargo, sí contiene una innovación fundamental como lo es la posibilidad de la divulgación al público de la información sobre 
las operaciones activas. Si bien, reitero, no está comprendida en el artículo 25, nosotros entendíamos que esa información no era 
libremente divulgable, salvo que, de acuerdo al artículo 302 del Código Penal, mediara justa causa. Entonces, en este aspecto es 
que el proyecto de ley abre el espectro de acción, permitiendo al público en general acceder a una información que, a nuestro 
juicio, entendíamos que actualmente estaba restringida, dado el alcance del secreto profesional. 


SEÑOR ABREU.- Quiero formular una pregunta de fondo. 


Todos sabemos que en el Banco Central hay profesionales con mucha experiencia que conocen lo que significa la política de la 
institución. Incluso manejan con gran versación los alcances del Derecho Comparado. Me gustaría saber de qué manera se 
aproxima la legislación sobre la base de una racionalidad y no exclusivamente por impulso, tal como sucede muchas veces en la 
Legislatura, en el sentido de que hay Legisladores que quieren incorporar temas a los distintos proyectos con muy buena intención 
pero, a veces, sin el debido conocimiento de las cosas. No quiero que se piense que solicito una opinión política. Por el contrario, 
me gustaría tener una opinión técnica de los profesionales que manejan este tema en la interna del Banco Central. 


En concreto, me gustaría saber cómo ve el Banco Central -no sólo en lo nacional, sino en su relacionamiento con los depositantes, 
los agentes financieros- esta iniciativa. En otras palabras, me interesaría saber si desde el punto de vista técnico podrían hacer 
algún aporte. Digo esto porque, una opinión política puede ser excesivamente subjetiva. Ésta tiene que contraponerse con el 
conocimiento técnico y la disponibilidad de información -en particular, a nivel de Derecho Comparado- y, por suerte, hoy tenemos a 
los representantes del Banco Central para aportarla. No quiero que mis palabras se transformen en un compromiso político, pero 
quisiera que nos informaran de cómo manejan el alcance, la elasticidad del sistema bancario, porque, entre otras cosas, puede ser 
uno de los instrumentos más importantes -más allá de su control o flexibilidad- para la imagen de un país, sobre todo en el manejo 
de las variables financieras. 


SEÑOR ARTECONA.- Señor Senador, ¿su pregunta es sobre la aplicación actual del instituto del secreto bancario? ¿Cómo 
funciona o cómo lo hemos aplicado? 


SEÑOR ABREU..- Me interesa saber qué visión tienen aquellos profesionales que tienen años de experiencia y participación en una 
institución tan importante como el Banco Central, respecto del funcionamiento del secreto bancario y, en particular, sobre las 
disposiciones que se incorporan en esta ley, si son coherentes o no con la idea que tienen con respecto al funcionamiento de dicho 
Banco y su imagen respecto al funcionamiento del sistema. 


SEÑOR ARTECONA.- En primer lugar, quiero reiterar que la asesoría jurídica del Banco Central desde siempre entendió que el 
secreto bancario no comprendía las operaciones activas. 


Por lo tanto, en el tema concreto de la divulgación de operaciones activas, no hay un problema específico del artículo 25 de la Ley 
N* 15.322, sino un tema más genérico referido al alcance del secreto profesional, cuyos límites son mucho más flexibles. Mientras 
que el artículo 25 encorseta la posibilidad de divulgar información a determinadas causales taxativamente enumeradas por la 


norma, el artículo 302 del Código Penal, que es la disposición en la cual genéricamente tiene base el secreto profesional, tiene 
límites mucho más flexibles en tanto releva del secreto por justa causa. 


Desde el punto de vista de la conveniencia de este proyecto de ley, lo que sí advierte y ha sido una preocupación del Banco Central 
desde hace un tiempo, es el hecho de que los agentes del crédito tengan en lo posible una información completa al momento de 
decidir en materia de otorgamiento de créditos para tomar la decisión con información más completa y con el conocimiento de 
causa más profundo que sea posible. En este sentido, creo que la palabra del contador Cantera puede ser más valiosa que la mía 
en su calidad de Gerente de Estudio y Regulación del Banco. 


SEÑOR CANTERA.- Creo haber entendido la consulta del señor Senador Abreu. Si vemos cuál es la situación comparada en otras 
legislaciones sobre el secreto bancario, observamos que existe una diversidad de situaciones. En otros países es posible hasta la 
divulgación de información sobre depósitos. De acuerdo con el alcance del secreto profesional tal como está previsto en nuestras 
normas de carácter general, se puede revelar la información por justa causa y eso normalmente se considera por la Justicia Civil o 
por la Dirección General Impositiva -ese sería nuestro caso- que también podría tener acceso según lo que existe en la legislación 
comparada. 


Con respecto a los depósitos, nuestra norma es una de las más restrictivas que conocemos en virtud del efecto penal que tiene la 
divulgación de esa información. 


En lo que tiene que ver con el cumplimiento de nuestra función como supervisores y teniendo una amplia gama de instituciones con 
actividad internacional o que son sucursales o subsidiarias de Bancos extranjeros, la dificultad que hemos percibido con el secreto 
bancario es que los supervisores de los países que supervisan a las Casas Matrices de estos Bancos no tienen acceso a la 
información de la sucursal o la subsidiaria en materia de depósitos. Eso normalmente constituye una crítica importante por cuanto 
nos manifiestan que no tienen la capacidad de ejercer plenamente el control de la actividad de su Matriz en la medida en que tienen 
una entidad subsidiaria o sucursal por la que se les puede estar escapando alguna información. 


Desde el punto de vista de nuestra función técnica como supervisores, es el único elemento por el cual el secreto bancario sobre 
las operaciones pasivas que consideramos que están abarcadas puede significar un obstáculo en la legislación. 


En cuanto a las operaciones activas, en la medida en que nosotros siempre hemos considerado que no son información sujeta al 
secreto profesional, en el ejercicio de nuestra función de supervisores, no tendríamos inconveniente para divulgar información a 
ese respecto a supervisores de las Casa Matrices de los Bancos que operan en nuestra plaza, porque estaríamos cumpliendo 
estrictamente con nuestra función y sería una causa justificada para entregar esta información sobre créditos. 


La propuesta que estamos planteando ahora pretende que esa información sea accesible a más cantidad de gente y al público en 
general, siempre que manifieste un interés legítimo por obtenerla. Entendemos que eso beneficia a toda la economía además de al 
supervisor, porque los deudores del sistema bancario van a estar siendo controlados no sólo por sus acreedores bancarios, sino 
también por sus acreedores comerciales. 


Entonces, como normativa del Derecho Comparado, podemos decir que en otros países existen situaciones en las que esta 
información es de carácter público, ya sea a través del Banco Central -como en el caso de Argentina, donde uno puede acceder a 
esa información con mucha facilidad- o mediante empresas privadas -como en Estados Unidos o en otros países desarrollados- 
donde los bancos aportan esta información a una oficina denominada "Bureau de Créditos" y todo el que tiene interés en esa 
información paga para acceder a ella. Quiere decir que nuestra propuesta de otorgar al Banco Central la facultad de poder divulgar 
esta información sobre créditos está plenamente contemplada en otras legislaciones comparadas y, por otra parte, entendemos que 
constituye un beneficio para nuestra actividad como supervisores y para promover la solvencia del sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ingresa al análisis del articulado. 


SEÑORA PÉREZ.- Voy a referirme específicamente a algunos aspectos de redacción del proyecto sobre los cuales se nos hicieron 
consultas. 


En primer lugar, tomando la línea de exposición del doctor Artecona, debemos reiterar el hecho de que, a nuestro entender, el 
artículo 1% sería innecesario en la medida en que se trata de una norma meramente interpretativa, que no modifica en nada el 
contenido que actualmente tiene el secreto bancario consagrado en el artículo 25 del decreto-ley N* 15.322. Inclusive, entendemos 
-y no pretendemos que esta sea una consideración de orden político, sino meramente jurídico- que podría introducir cierta 
confusión acerca de si se está modificando o no la normativa sustancial sobre el secreto bancario. Esta es una primera apreciación 
general. Nosotros elaboramos una redacción original de este proyecto, que luego fue sufriendo modificaciones, donde no figuraba 
este artículo 1%, el que fue incorporado en forma posterior. Entonces, nuestra posición actual es coherente con lo que sostuvimos 
desde el inicio. 


En la eventualidad de que el artículo se mantenga, se nos plantea una primera inquietud en el sentido de si resulta conveniente 
modificar la expresión "declarativo" o "interpretativo", o introducir una aclaración acerca de si esta interpretación tiene o no efecto 
retroactivo, es decir, si es aplicable desde el momento en que entra en vigencia, en el año 1982, el artículo 25 del decreto-ley N* 
15.322. 


A nuestro entender, y de acuerdo con lo que manifestamos en estas puntualizaciones 


-que en realidad constituían un planteo si se quiere más doméstico, pero esperamos que sirvan para aclarar las ideas que están 
reflejadas en la nueva redacción- no sería necesario introducir ese tipo de aclaraciones, porque ya el hecho de que se utilice la 
expresión "Declárase por vía interpretativa", implica que se está interpretando una norma que preexiste y, en consecuencia, no hay 
ninguna innovación, sino que no se hace más que confirmar el sentido en que correspondía interpretar la norma durante toda su 
vigencia. 


Desde el punto de vista penal, como expresamos en nuestras notas, esto tampoco tiene trascendencia porque, de todas maneras, 
en ese caso la retroactividad no es aplicable. 


Por otra parte, desde el punto de vista civil, también existen algunas apreciaciones que podemos realizar, como por ejemplo, que 
las situaciones concluidas tampoco pueden ser modificadas por una ley interpretativa. De manera que, a nuestro entender, esto no 
sería necesario y, además, quizás sea un factor que introduzca polémica acerca de responsabilidades eventuales, por lo que nos 
parece conveniente dejarlo sentado en el texto de la norma. 


En conclusión, entendemos que utilizando los verbos "declarar" e "interpretar", va de suyo que es a partir del momento en que la 
norma estuvo vigente, pero no le damos un efecto obligatorio con relación a las consecuencias que ello pueda tener en cuanto a 
eventuales responsabilidades derivadas de la conducta que vinieron adoptando los distintos agentes del sistema financiero 
respecto a la interpretación de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que están manifestando ¿cómo quedaría redactado el artículo 1%? 
SEÑORA PEREZ.- En ese aspecto, quedaría tal como está. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El inciso primero queda igual y están proponiendo que el inciso segundo sea suprimido. 


SEÑORA PEREZ.- A eso me iba a referir ahora. Hasta el momento, sólo hice alusión a una consulta que nos llegó a través del 
contador Cantera en cuanto a si era conveniente o no introducir una aclaración expresa en el sentido de si esta interpretación tenía 
carácter retroactivo. 


SEÑOR BARAIBAR.- Se ha hablado de los distintos agentes del sistema financiero y al respecto me gustaría hacer una pregunta. 


Sobre la norma prevista, es decir, el artículo 25 del decreto-ley N* 15.322 ¿hay distintas interpretaciones en los agentes del sistema 
financiero, o en general existe una sola interpretación del tema? Allí estaría la razón que veíamos a la norma interpretativa, es decir, 
para laudar un contencioso que pueda haber entre los distintos agentes financieros sobre los alcances de este artículo. 


SEÑOR ARTECONA.- Efectivamente, como dice el señor Senador, en general las instituciones bancarias que operan en el 
sistema, por una razón de prudencia, han tomado una actitud conservadora en este sentido y se han afiliado a la interpretación - 
que en general no es de recibo a nivel doctrinario, especialmente de la doctrina comercialista- de que las operaciones activas se 
entienden también comprendidas en el artículo 25 y, por lo tanto, lo invocan para negar determinadas solicitudes de información. 


Nosotros entendemos que la norma es efectivamente interpretativa. En consecuencia no innova, y por tanto es correcto que el 
artículo tenga la expresión "Declárase por vía interpretativa", ya que es la solución que creemos que la ley efectivamente contiene 
actualmente, al tiempo que lo único que está haciendo la nueva norma es explicitarla o dirimir efectivamente una controversia. 


Desde el punto de vista de la intención de la norma, también entendemos que la expresión "Declárase por vía interpretativa", en 
cierta medida explicita que no se trata de una norma innovadora. Es decir que el secreto bancario no se modifica. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Me gustaría hacer una pregunta con respecto a la intervención de la doctora Pérez, vinculado a lo que ha 
expresado sobre el inciso segundo, en el sentido de que, a mi juicio, las objeciones también valen para el inciso primero, es decir, 
para absolutamente todo el artículo. Por lo tanto, me quedo con lo que expresa el párrafo final del informe, porque entiendo que 
este artículo 1% no es necesario en su integridad. ¿Es esa la interpretación que, en definitiva, tienen los integrantes del Banco 
Central del Uruguay que han venido hoy a exponer en esta Comisión? 


Reitero: si las objeciones son pertinentes -como entiendo que lo son- para el inciso segundo, todavía son más procedentes para el 
inciso primero. Por lo tanto, todo el artículo 1%, seguramente en opinión de los representantes del Banco Central del Uruguay -y es 
la pregunta que formulo- debería suprimirse literalmente. 


SEÑORA PÉREZ.- Es correcto lo que señala el señor Senador. 


En forma preliminar opinamos que todo el artículo 1*, si bien no es incorrecto, sí es innecesario porque significa la interpretación de 
una norma, dándole el alcance que en realidad tiene desde su inicio. De todas maneras, para el caso de que se decidiera mantener 
el artículo 1%, hicimos apreciaciones que, a nuestro entender, mejoraban su redacción. En el marco de esas apreciaciones, 
pensamos que sería conveniente eliminar el inciso segundo -en cierta medida, comparto que las objeciones al inciso segundo 
también son aplicables al primero- y no el primero porque, desde el punto de vista lógico, lo que hace este último es establecer qué 
operaciones están incluidas en el secreto bancario, mientras que el segundo indica cuáles no lo están. De modo que, de 
mantenerse los dos incisos, y si resultare incompleta esa enumeración en alguno de ellos, algunas situaciones no iban a quedar 
definidas: no iban a quedar comprendidas ni no a texto expreso. Con ello, volveríamos a remitirnos a una interpretación de la norma 
originaria que sigue manteniendo las mismas dudas hasta el presente, con el agravante de que dictándose una ley interpretativa 
podía no ser suficiente para concluir las discusiones al respecto. 


En ese marco hicimos nuestro aporte para mejorar esta redacción, eliminando el inciso segundo. Si les parece bien a los señores 
Senadores, lo explico muy brevemente. 


El inciso primero declara comprendidas en el secreto bancario las operaciones pasivas. Se dice: "que realizan las instituciones de 
intermediación financiera y toda otra operación en las que éstas asumen la condición de deudores, depositarios, mandatarios o 
custodios de dinero o de especie" -en definitiva, esa es la definición de operaciones pasivas, es decir, lo que sigue después de la 
palabra "pasivas"- "respecto de sus clientes, sin perjuicio del amparo de toda la información confidencial recibida del cliente 
comprendida también en la citada norma". 


Esto deriva de que el artículo 25 -como bien decía hoy el doctor Artecona- tiene un alcance objetivo definido, básicamente, en dos 
oraciones. Si los señor Senadores me permiten, las voy a leer porque pueden aclarar este punto. La primera parte del artículo 25 
expresa que "Las empresas comprendidas en los artículos 1? y 2? de esta Ley no podrán facilitar noticia alguna sobre los fondos o 
valores que tengan en cuenta corriente, depósito o cualquier otro concepto, pertenecientes a persona física o jurídica determinada." 
A nuestro entender hasta aquí se refiere a las operaciones pasivas. La segunda oración dice que "Tampoco podrán dar a conocer 
informaciones confidenciales que reciban de sus clientes o sobre sus clientes". Esto, que nosotros llamamos genéricamente la 
información confidencial, a nuestro entender, comprende la información proporcionada en ocasión de operaciones activas y de 


operaciones pasivas. Es decir que la información sobre operaciones, solamente comprende a las pasivas pero, la información 
confidencial a la que se refiere en artículo 25 en general, es la proporcionada por el cliente tanto en ocasión de realizar una 
operación activa como pasiva. Este es el punto que nosotros proponemos incorporar. Digo esto, porque en la redacción que 
nosotros tenemos aprobada por la Cámara de Representantes, este punto no quedaba reflejado de esa manera, sino que en la 
parte final del inciso segundo se podía interpretar que la información confidencial proporcionada por el cliente en ocasión de 
realizar una operación activa, no estaba comprendida en el secreto. Entonces, no asumiendo una opción política sobre el proyecto 
sino, simplemente, para darle una coherencia jurídica, como la ley se autoproclama interpretativa y declarativa, a nuestro entender, 
debía ajustarse a lo que era el contenido de la norma que está interpretando y aclarando. De manera que, si se mantiene el inciso 
segundo, se está cambiando en lo sustancial el alcance del secreto bancario. O sea que, no sólo por la razón que expliqué primero 
-con respecto a no dejar situaciones no comprendidas que pudieran no estar en uno ni en otro- sino, además, porque contenía una 
disposición que, a nuestro entender resultaba contraria al aspecto sustancial del alcance del secreto bancario que le daba el 
artículo 25 del decreto-ley, nosotros proponemos eliminar el segundo inciso. 


Por eso, nosotros proponemos, mantener solamente el inciso primero y, además, le hacemos un pequeño agregado -que ustedes lo 
tienen en la hoja que repartimos- aclarando que el secreto sobre la información confidencial recibida del cliente comprende tanto la 
información relativa a operaciones activas como pasivas, lo que, a nuestro entender, está establecido en la norma. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero felicitar a la asesoría del Banco Central por el trabajo que ha traído. 


En segundo término, quiero manifestar que nosotros compartimos la interpretación que tiene la asesoría con respecto a la actitud 
restrictiva del secreto bancario que hace a los aspectos pasivos y no activos. Lo cierto es que no se pude tapar el sol con las 
manos y la interpretación generalizada -y pacíficamente aceptada- no es la que tiene la asesoría. Es una cosa muy restrictiva, muy 
conservadora que le ha hecho daño a la economía uruguaya y, además, unos manejan información privilegiada y otros no. La 
conclusión es que la voluntad política expresada por todos los partidos políticos en la Cámara de Representantes, es que se quiere 
interpretar para hacerlo de forma restrictiva y no amplia. Por lo tanto, el artículo primero tiene que estar, al igual que el inciso 
primero. Además, si bien el inciso segundo es sobreabundante y podría ser innecesario, me temo que si no somos 
sobreabundantes no lleguemos a cumplir con el objetivo. Entonces, el segundo inciso tiene que estar y, en todo caso, la solución 
propuesta por la asesoría quizás no sea esa y, para no dejar una situación oscura, podría incluirse -habría que ver la forma- en el 
inciso segundo, cualquier otra información no incluida en el inciso primero. 


Es decir que toda información que no esté amparada por el secreto bancario en el inciso primero, es pública, con las restricciones 
que da el resto del proyecto de ley. Pero como puede haber una zona de información neutra o una franja que no esté comprendida 
cuando se determine qué está en el secreto y qué no lo está, debemos señalar qué se encuentra en secreto. Entonces, todo lo que 
no figura en el inciso segundo también está fuera de secreto. Me parece que el tema queda mejor resuelto de esa manera, más allá 
de la redacción, antes que sobreabundar diciendo que los bancos -tema delicado en el mundo- van a tener siempre una función 
conservadora, independientemente de que algunos lo usan como política y otros para no tener, luego, juicios por daños y perjuicios. 
Entonces, es muy bueno que los bancos digan que la ley es clarísima y esto está avalado por el artículo 25 de tal decreto ley y por 
el artículo 1% de esta ley, que tiene un inciso primero y un inciso segundo sobreabundante; además, se dice que toda otra norma o 
información que no esté contemplada en el inciso primero, es pública. Para que no haya dudas sobre todo esto, me parece que el 
tema queda mejor resuelto de esta manera. 


Creo que el agregado que nos trae la asesoría está bien jurídicamente y, al respecto, no tengo problemas, pero opino que esa 
norma vuelve a generar una cuestión en la cual se podría amparar para poner cosas bajo secreto. Ya está el artículo 25 del decreto 
ley; a partir de este proyecto de ley, hay una interpretación, que queda plasmada en un inciso primero y en un inciso segundo. 
Entonces, si vuelvo a mostrar que si me dan información confidencial, creo que lo que estoy haciendo es decir que toda la 
operación activa puede tener un costado de reserva. Por supuesto que si alguien da información en la interpretación del artículo 25, 
nadie tiene dudas, pero lo que no quiero es sobreabundar en cuanto al secreto bancario para las operaciones activas. A modo de 
reflexión porque después lo analizaremos en la Comisión, no sé si al final ese agregado no termina confundiendo o diciendo que 
todo quedó igual. No quiero que la interpretación pacíficamente aceptada por todo el mundo a nivel bancario diga que todo es lo 
mismo. Por eso es que no quiero eliminar el inciso primero ni el segundo. Me temo que este agregado, que jurídicamente es 
impecable, constituya un mal mensaje, pues todas las leyes tienen un mensaje implícito. 


Estas eran mis observaciones, que van más allá de lo jurídico. 


SEÑOR CANTERA.- Deseo aclarar por qué nosotros hacemos esa manifestación respecto a que sería innecesaria la incorporación 
de este artículo 1? que ha sido incluido en la Cámara de Representantes. 


Entendemos que es innecesaria para el objetivo con el cual fue propuesto el proyecto por parte del Poder Ejecutivo y con el cual ha 
sido titulado en la propia Cámara, precisamente, en el repartido que dice que se autoriza la difusión de información bajo 
determinadas circunstancias. Lo que nosotros entendíamos era que se estaba facultando al Banco Central para divulgar la 
información no sólo sobre créditos, sino también sobre otro tipo de elementos, como pueden ser las sanciones a las instituciones 
controladas, los accionistas, el personal superior de las instituciones y los infractores a la ley de cheques. Es decir, una gama 
importante de información que está dentro del Banco Central y que hoy no se está haciendo pública. Entonces, a partir de la forma 
en que fue proyectada por el Poder Ejecutivo, lo que se hacía era quitarle o relevar al Banco Central de la obligación de reserva 
que le impone la Carta Orgánica para poder dar esa información. 


Por esa razón y en la medida en que era suficiente el relevamiento del secreto que se le impone al Banco Central por la Carta 
Orgánica, entendemos que es innecesaria, a esos efectos, la incorporación del artículo 1%. No podemos hacer otras valoraciones 
que no estaban en el proyecto. 


SEÑOR ARTECONA.- Pienso que la preocupación que manifestaba el señor Senador Michelini está contemplada en el resto del 
articulado, tal como decía el contador Cantera. Es decir que de los otros artículos del proyecto surge con claridad la posibilidad de 
divulgar determinada información. 


Por otra parte, el problema del inciso segundo -además del inconveniente de que pueden quedar operaciones no comprendidas en 
uno u otro inciso- es que su actual redacción propuesta, como decía la doctora Pérez, parece conducir a que la información 


confidencial que el cliente proporciona a la institución para la concertación de una operación activa, queda fuera del secreto. En ese 
caso sí, puede haber una agresión al derecho a la intimidad, como por ejemplo la divulgación de un estado patrimonial, de un 
proyecto empresarial o lo que fuere, o una certificación de ingresos, con lo cual quizás entremos en un campo en el que se le dé 
una amplificación que el propio Legislador no quiere. Digo esto, ya que en el otro platillo de la balanza se encuentra el derecho a la 
intimidad. Entonces, el inciso segundo, al menos en la redacción proyectada, no parece definir claramente que esa información que 
la institución recibe del cliente quede protegida por el secreto. 


SEÑOR ABREU.- Creo que son muy importantes los aportes que ha venido realizando el Banco Central desde el punto de vista 
técnico e, incluso, político institucional, ya que el análisis del artículo 1* deja clara su posición sobre la inconveniencia de interpretar 
lo ya existente. Es decir, aquí no hay ninguna modificación de carácter sustancial. El artículo 25 mantiene su vigencia y, 
obviamente, la amplitud que establece la ley es -extendiéndolo o dándole una interpretación clara- al alcance respecto de las 
operaciones pasivas. Eso es muy importante, pero también lo es que queden claros los temas de la retroactividad en materia penal 
y civil. Desde el punto de vista jurídico, el Banco Central tiene la obligación de precaver o preservar la seriedad o el funcionamiento 
armónico del sistema y no verlo expuesto a distintas acciones o fragilidades que puedan derivar de la imprecisión de la norma. 
Entonces, creo que la contribución del Banco Central ha sido muy positiva. No se modifica el espíritu de la ley, sino que lo que se 
dice claramente es que no es necesario interpretar lo que existe. Además, con respecto al inciso segundo, se reitera un tema que 
es muy importante que avala esta preocupación en cuanto a que no existan excesivas fragilidades desde lo institucional, al decir - 
refiriéndose a los comentarios del dictamen 05547- que es innecesario establecer las exclusiones a texto expreso, dado que 
existirán operaciones que por no estar incluidas ni en uno ni en otro inciso -por ejemplo, algunas operaciones llamadas neutras- 
generan polémicas, o si se encuentran amparadas en el secreto bancario y, obviamente, comienza la discusión sobre qué es lo que 
se preserva, si el derecho a la información o si se ingresa en el ámbito de vulnerar el derecho a la intimidad. Con esta filosofía que 
el Banco Central ha establecido, nosotros seríamos partidarios de mantener su criterio, incluir el artículo 1%, eliminar el inciso 2", 
dejar claramente establecido el objetivo político respecto de cuál es el alcance que se busca en el manejo del secreto bancario y de 
las operaciones que excluye y, sobre todo, preservar la preocupación de dicho Banco en cuanto a la armonía que debe existir de 
parte de la institución, no solo internamente sino externamente, con respecto a los reclamos o dudas que puede despertar al 
administrado o usuario, tanto nacional como extranjero. 


Por lo tanto, creo que estamos en la misma sintonía y comprendo la preocupación manifestada por el señor Senador Michelini en 
cuanto a cuál es el mensaje político claro, pero hay que tener en cuenta que aquí estamos todos de acuerdo. Lo que tenemos que 
buscar es que en ese acuerdo no dejemos una fragilidad al Banco Central que haga que los administrados, al no tener claras las 
disposiciones, litiguen o creen conflictos en el ámbito de la institución del Banco Central que trasmita mensajes contradictorios 
sobre el funcionamiento armónico del sistema de contralor financiero uruguayo. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que hemos avanzado considerablemente en el tratamiento de esta iniciativa y pienso que está muy claro -y, 
en líneas generales, lo considero muy ajustado- lo que manifiestan los representantes del Banco Central del Uruguay. Por lo tanto, 
propongo continuar con el análisis de las propuestas de modificación del articulado. 


SEÑORA PEREZ.- De acuerdo con lo que se nos ha planteado, la siguiente consulta es sobre el artículo 2” y refiere a la inclusión 
de la expresión "consolidada" en relación con la información objeto de discusión. La primera inquietud planteada consistía en 
determinar si el hecho de que la información que se podía divulgar fuera consolidada, impedía o inhibía que la información 
desagregada, que permitía llegar a esa información global, también pudiera ser reglada. A nuestro juicio, esta es una duda 
razonable. Es más, sobre este tema nosotros hicimos un proceso de interpretación de la norma que fue variando porque desde el 
punto de vista lógico, desde un principio, no había duda de que si se podía revelar la información consolidada -como quien puede lo 
más, puede lo menos- también se podía hacer lo propio con la desagregada, es decir, con aquellas deudas que la persona tiene en 
las distintas instituciones del sistema bancario, a los efectos de poder llegar a una información global o consolidada. 


SEÑOR ABREU.- Para que quede claro a la Comisión, me gustaría que se nos dé un ejemplo de información desagregada. 


SEÑORA PEREZ.- Un caso es la deuda que tiene una persona física con respecto a una institución bancaria; por ejemplo, una 
deuda de U$S 100.000 con un banco de plaza. La información consolidada, de acuerdo con un criterio posible, sería la información 
agregada respecto a todas las deudas que una persona tiene con el sistema financiero; esto es, U$S 100.000 con una institución, 
U$S 20.000 con otra, etcétera. Aquí también deberíamos incluir información sobre cuál es la génesis de esta deuda, es decir, si se 
trata de una deuda originaria, si se encuentra en estado de incumplimiento y se agregan multas y recargos, o si se generó por 
haberse ejecutado una garantía porque, como no es el deudor originario, se debe determinada cantidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, la información no puede ser parcial porque, de lo contrario, se estaría incurriendo en 
responsabilidades. Una cosa es la información total, en la que se dice que se debe una suma determinada, y otra es la información 
desagregada en la que se indica que se debe esa cantidad, de tal manera y con su historia. Lo que no puede ocurrir es que se diga 
que se debe algo y no se proporcione toda la información. Esta situación podría llevar a que se adopten determinadas decisiones 
que hagan que, una vez que se disponga del resto de la información, la persona le reclame al Banco Central del Uruguay o al resto 
de las instituciones. 


SEÑORA PEREZ.- Lo que plantea el señor Senador Michelini es conocer el perfil de endeudamiento total de la persona con el 
sistema financiero. De todos modos, si la intención del Legislador es que no pueda existir información parcial, sino que se debe dar 
la información total, creemos que ello no puede inhibir a que se conozca la fuente de la información global. Es decir que si llegamos 
a determinada cifra, tenemos que saber de qué información parcial se está partiendo para llegar a ella. 


En consecuencia, entendemos que, quizá, debería modificarse la expresión "información consolidada" porque, en cierta medida, 
puede despertar dudas acerca de si permite llegar a la información parcial o no. Digo esto porque, tal como está redactada la 
norma, parecería que se trata de una información consolidada, únicamente consolidada, sin poder saber cómo se llegó a esa 
cantidad. 


SEÑOR NICOLINI.- Brevemente quiero preguntar cuál es el límite por el cual esa información consolidada no se vincula con las 
Operaciones activas. 


SEÑORA PEREZ.- No entendí la pregunta. 


SEÑOR NICOLINI.- Estamos hablando de tener una situación global del deudor en un caso; y, entonces, hacemos un análisis 
global del mismo. Ahora bien, ¿cuál es el límite cuando se pretende esa información consolidada, para no meterse, precisamente, 
en lo establecido en el artículo 1%, es decir, en las operaciones activas? 


SEÑORA PEREZ.- Ahora está clara la pregunta. Precisamente, esa es una de las inquietudes que también íbamos a plantear. El 
hecho de que se incluyese la palabra "consolidada" sin definirla, podría llevar a confusiones respecto a si se debe brindar el saldo 
deudor o el acreedor incluyendo operaciones activas y pasivas. Esa objeción ya es más grave. 


Entonces, precisamente por eso nosotros éramos partidarios de que, en caso de que se mantuviera la expresión "consolidada", por 
lo menos se definiera en el sentido de que se incluyeran solamente las operaciones activas y no las pasivas, o se aclarara que el 
proporcionar información consolidada no impediría que se brinde la información parcial. 


También podría ser discutible si la información es consolidada o agregada; sería agregada y no consolidada en el sentido de 
representar la sumatoria de las deudas y para que no pueda prestarse a confusión acerca de si se debe incluir las operaciones 
pasivas o no. 


En definitiva, estas son las inquietudes que nos plantea la expresión "consolidada" que entendemos que, desde el punto de vista de 
la técnica jurídica, se debería apuntar a solucionar. 


SEÑOR ARTECONA.- Si como creo advertir, la preocupación del señor Senador Nicolini es que no se brinde información parcial, 
me parece que es innecesario definir la palabra "consolidada". Digo esto porque brindar información parcial configuraría una 
hipótesis de responsabilidad del Estado, ya que sería una falta del servicio. Sería como si al solicitarle información sobre embargos 
al Registro Público, éste omita enviar los datos de algunos embargos. Si esta es la intención que guió a quienes escribieron la 
palabra "consolidada", me parece que suprimiéndola no se pierde nada. 


Ahora bien, la intención podría ser otra, y esa es la duda que tenemos nosotros: que sólo se pudiera dar información sobre la 
situación global de endeudamiento sin entrar a considerar las operaciones específicas que la conforman. Entonces, si se 
interpretara así, lo único que debería decir el registro es que Fulano debe tanto pero sin aclarar cuántas son las operaciones, 
quiénes son los acreedores, etcétera. 


Por esto tenemos la duda de si esa es la intención del Legislador; en ese caso, quizás podría estar bien incluir la palabra 
"consolidada", pero no creo que lo sea. Por lo tanto, quizás lo más aconsejable sería suprimir el vocablo. 


SEÑORA YELPO.- Creo que a la hora de definir si vamos a mantener o conservar el término "consolidada", siempre tendríamos 
que tener en cuenta el bien jurídico tutelado que se está buscando proteger con esta norma. Si pretendemos mantener un sistema 
saneado de crédito donde todo el público pueda acceder a un nivel genuino de información, vamos a tener que definir si la 
información es consolidada o si el eventual acreedor, a la hora de definir si concede el crédito o no, puede disponer de toda la 
información, desde la génesis de la situación, de las operaciones pasivas que le ofrece el interesado. No sé si fui clara. 


SEÑOR ABREU.- Personalmente, me parece muy importante el aporte sobre el bien jurídico tutelado porque, insisto, más allá de 
compartir la filosofía del proyecto de ley, tenemos que evitar que la norma ingrese en la actividad económica y financiera del país 
como un elemento desestimulante de la utilización de las instituciones financieras en el sistema uruguayo. Si una persona tiene 
determinada cantidad de dinero y lo quiere depositar o solicitar un crédito pero se ve sujeta a una, digamos, trazabilidad de tal 
naturaleza que, entre otras cosas, tiene que ver cuál es el límite para proteger su intimidad, la primera reacción natural que va a 
tener es la de no ingresar al sistema financiero y comenzar a trabajar sobre el sistema de pulperías y de escribanos pidiendo plata 
prestada. ¿Por qué? Porque ahí no realizan la trazabilidad. Entonces, respetando la filosofía del proyecto de ley, tenemos que 
buscar que la información sea transparente para evitar que bajo el secreto bancario se estén amparando determinadas situaciones 
que están reñidas con la ética y con la sociedad, respecto a los valores que se quieren preservar. Pero, por otro lado, debe 
defender a las instituciones y al sistema financiero para que su información no termine desestimulando a los actores a integrarse al 
mismo. Allí radica nuestra preocupación y por eso es importante el aporte que pueda realizar el Banco Central. Esto motivó mi 
primera interrogante que era, precisamente, cuál es la visión institucional que tiene el Banco Central respecto a este proyecto de 
ley, en función del aporte técnico y la historia -incluso del Derecho Comparado- para saber qué respuestas tienen en el sistema 
financiero y en la institucionalidad normas de esta naturaleza. 


Digo esto, insisto, sin perjuicio de compartir la filosofía de que se debe tener la mayor transparencia posible. 


SEÑOR MICHELINI.- La preocupación acerca del bien a tutelar, me parece importante. Lo expresado por el señor Senador Abreu 
es una parte de la historia y refiere a aquellos que quieren preservar la intimidad y, por lo tanto, los aspectos pasivos y activos - 
necesarios para lograr el crédito- no deberían estar presentes. Ahora bien, cuando el banco que va a otorgar el crédito, o cualquier 
institución o un proveedor, pide la información consolidada, es distinto que se le diga que Fulano, o tal empresa, debe tanto, a que 
se le diga que debe en tales instituciones créditos que viene pagando rigurosamente. No es lo mismo que se informe que debe U$S 
100.000 a que se diga que tenía una deuda de U$S 1:500.000 por la que mensualmente pagaba U$S 100:000 y solo le faltaba 
abonar una cuota, o que esta persona tenía una deuda de U$S 1:500.000 pero la canceló en un año y medio, es decir que tiene 
una capacidad de pago superior. 


En consecuencia, me parece muy bien tutelar la intimidad para evitar que todo esto genere un exceso de formalismo que, en 
definitiva, incremente el informalismo porque, en ese caso, estaríamos conspirando contra nosotros mismos. Pero también 
considero que si la información que estamos dando evita el sobreendeudamiento de algunas personas, va a ayudar a definir 
créditos de otras. En síntesis, creo que la información no deber ser una especie de ladrillo o bloque que diga simplemente que la 
persona debe equis cantidad de dinero, sino que también debería detallar cómo está compuesta. 


Por ese motivo, aspiraría que se resolviera por la reglamentación, pero no quisiera ser limitativo en la Ley. Dicho de otro modo, me 
gustaría que se incluyeran otros componentes que ayuden a la persona sobre la que se está pidiendo la información y no que al 
final esto actúe como una especie de ancla al cuello que no dé la posibilidad de otorgar ningún crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- A los efectos de ordenar el trabajo, quisiera confirmar lo siguiente. La Comisión en la 
sesión pasada había determinado el criterio de ir votando los artículos a medida que se fueran analizando, pero creo entender que, 
en este momento, no estamos en condiciones de votar. 


(Apoyados) 
- Ha quedado muy clara la posición de la doctora Pérez, pero me gustaría saber si algún otro Senador desea hacer otra consulta. 


SEÑOR ABREU.- El Banco Central, respecto a lo que plantea el punto 3) con relación a la información consolidada, propone dos 
alternativas. Una de ellas, es la de eliminar el término "consolidada", a los efectos de evitar una determinada desagregación o 
desviación. A su vez, el segundo inciso, establece que si se mantiene lo consolidado, se debe definir el alcance de lo consolidado. 
Eso es lo que tenemos que decidir en la Comisión. 


Me parece que esto debe quedar claro, porque está muy bien planteada la alternativa, pero el Banco Central no se pronuncia por 
ninguna de las dos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Perfecto, es importante que quede constancia en la versión taquigráfica de las dos 
posiciones. 


SEÑOR RUBIO.- Sin perjuicio de que lo discutamos después, creo que la observación es apropiada. En realidad, se debería 
suprimir la referencia "consolidada" y dejar esto a la reglamentación y, después, remitirlo a la nueva versión del artículo 1%, a la 
parte final, en el caso de que se acepte la del Banco Central. Me parece que con eso se salvarían los principales problemas. Por 
supuesto, habría que corregir la expresión "Grupo económico", sustituyéndola por "conjunto"; pero si no me equivoco esa 
observación viene después. 


SEÑORA PEREZ.- En síntesis, lo relativo a la expresión "consolidada" ha sido aclarado el punto; simplemente, por las razones que 
mencionaba el doctor Artecona, proponíamos eliminar dicha expresión, pues no quitaba ni agregaba nada y, de ese modo, se 
mantenía la redacción correcta. 


Quisiera referirme a un punto más que no lo incluimos en nuestro memorándum, que tiene que ver con el artículo 2” y la referencia 
que se hace al artículo 8% de la Ley N* 17.838, que es la Ley de habeas data. Si bien es una norma que está relacionada con esta, 
quizás podría prestarse a alguna confusión y no tenemos claro cuál fue el motivo por el cual se incluyó esta referencia. En algún 
momento, se nos transmitió que podría estar vinculado a la legitimación activa, es decir, de quiénes estaban habilitados para pedir 
esta información, que debían tener alguna clase de interés. Pero, reitero, no nos queda claro y ello no surge del texto del artículo 8% 
de la Ley N* 17.838. Este artículo, a su vez, hace una referencia al artículo 4%, con lo cual hay referencias cruzadas. No conocer el 
motivo por el cual se incluyó esta remisión llevarnos a confusión. 


El artículo 4% de la Ley N* 17.838 dice que no requiere previo consentimiento el registro y posterior tratamiento de datos cuando, 
luego agrega una serie de ítems, que es un poca extensa, pero creo que es conveniente que la lea. Reitero que voy a leer el 
artículo 4%, porque en el artículo 8% se hace una remisión a esa disposición. 


El artículo 4% establece que no requiere previo consentimiento el registro y posterior tratamiento de datos personales cuando: a)los 
datos provengan de fuentes públicas de información, tales como registros, archivos y publicaciones en medios masivos de 
comunicación; b) sean recabados para el ejercicio de funciones o cometidos constitucional y legalmente regulados, propios de las 
instituciones del Estado o en virtud de una obligación específica legal; c) se trate de listados cuyos datos se limiten a nombres y 
apellidos, documento de identidad o registro único de contribuyente, nacionalidad, estado civil, nombre del cónyuge, régimen 
patrimonial del matrimonio, fecha de nacimiento, domicilio y teléfono, ocupación o profesión y domicilio; d) deriven de una relación 
contractual del titular de los datos y sean necesarios para su desarrollo y cumplimiento; y e) se realice por personas físicas o 
jurídicas, privadas o públicas para su uso exclusivo o el de sus asociados o usuarios. Es decir que esta disposición enumera las 
hipótesis en las cuales no requiere previo consentimiento el registro y posterior tratamiento de datos personales. 


Volviendo al proyecto de ley quiero plantear que nuestra inquietud es que quizás no queda claro el motivo de esta remisión y, sin 
estar aclarado, podría prestarse a confusiones. En la medida que se nos está dando la oportunidad de opinar desde el punto de 
vista técnico sobre esta iniciativa, estamos tratando de aportar todos aquellos elementos que puedan acotar las discusiones 
posteriores a su sanción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Quiero decirle nuevamente a los representantes del Banco Central que nosotros 
estamos muy interesados en escuchar la opinión técnica que nos puedan brindar sobre el proyecto. 


SEÑOR MICHELINI.- En base a qué aspecto legal -salvo que lo incorporáramos en esta legislación- se podría estar teniendo 
referencias, nombres de personas físicas o jurídicas y manejarlas sobre créditos y demás. Cuando se hace la referencia, están 
salvadas ciertas objeciones entonces, la pregunta concreta es la siguiente: si sacamos esta referencia, ¿no habrá que agregar en 
algún artículo algo para el manejo de datos personales que puedan ser instituciones o empresas? 


SEÑORA PEREZ.- En la medida que el artículo 2? va a estar incorporado a una ley, ya esta disposición, por sí misma, tendría la 
jerarquía normativa como para habilitar la revelación de información sobre las personas y demás. Nosotros entendemos que se 
desprende de la redacción del artículo 2, aun si no existiera esta remisión. Digo esto porque se habla de información -si además 
sacáramos la palabra "consolidada"- de cualquier persona física o jurídica y de grupo económico que esta persona integre en su 
caso que opere. Por supuesto que esa información de cualquier persona física o jurídica ya comprende la información personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ven innecesaria la referencia al artículo 8% de la Ley N* 17.838. 
SEÑORA PEREZ.- Además de innecesaria, podría prestarse a confusión. 


SEÑOR ABREU..- El Banco Central considera que es innecesaria la referencia al artículo 8%. Digo esto porque estamos tratando de 
hacer un esfuerzo para entender toda la información porque, justamente, una Comisión legislativa, justamente, implica trabajar en 
conjunto y no es un concurso de erudición. Lo importante acá es preguntar o tratar de informarse de la mejor manera. 


En el artículo 2%, entonces, estarían comprendidas las personas involucradas, es decir, los que tienen legitimación para pedir 
determinada información. La disposición dice "Toda persona física o jurídica puede... y después agrega, "...podrá solicitar la 
información". Los que tienen legitimación activa, aquéllos a los que se le puede pedir la información. 


Ahora vamos a ver cuál es el alcance de Grupo Económico o Conjunto Económico para el Banco Central. 


El artículo 8% se refiere a las fuentes de información: aquellas en que los datos son obtenidos de fuentes de acceso público, las 
procedentes de informaciones facilitadas por el acreedor o las circunstancias del artículo 4* que leía la doctora. Esas serían las que 
estarían expresamente autorizadas para el tratamiento de datos personales. 


La pregunta es la siguiente: si se aconseja la eliminación del artículo 8%, ¿a qué fuentes de información se podría recurrir o a cuáles 
se estaría remitiendo la ley para poder manejarse respecto de las solicitudes de los autorizados, personas jurídicas o físicas, para 
solicitar la información? No sé si me explico. 


SEÑOR ARTECONA.- La fuente de la información siempre va a ser la información que reciba el Banco Central de las instituciones 
personas sometidas a su control, que va a incorporar a su registro y a brindar al público solicitante. Eso surge de la propia ley, o 
sea que la fuente está en la propia ley que autoriza al Banco Central a hacer pública esa información. 


SEÑOR ABREU.- Por lo tanto, el artículo 8? sería innecesario por ese motivo. 


SEÑOR ARTECONA.- Además, nosotros entendemos que no hay una concordancia entre el contenido de este artículo y la 
referencia al artículo 8%, porque este artículo se refiere al derecho a pedir información y el artículo 8” no tiene que ver con este 
punto. Es más, en realidad, la Ley de Habeas Data trata fundamentalmente del derecho a pedir la propia información. Me parece 
que acá los valores en juego son otros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Si este punto quedó suficientemente analizado, siguiendo el memorándum del Banco 
Central, pasaríamos al numeral 4) relativo a la definición de Grupo Económico. 


SEÑORA PEREZ.- La primera acotación que quisiéramos hacer sobre ese punto es que, para darle coherencia a la terminología, 
sugerimos cambiar la expresión "Grupo" por "Conjunto Económico" en la medida en que tenemos una definición con esa 
terminología en la normativa del Banco Central. 


A su vez, algo que no está reflejado en nuestro memorándum, es que entendimos necesario dar una definición o al menos hacer 
una referencia normativa como para dejar claro en el contenido de la ley cuál es el significado de la expresión "Conjunto 
Económico". 


Nosotros tenemos una definición reglamentaria de "Conjunto Económico" en la recopilación de normas de regulación y control del 
sistema financiero del Banco Central y manejamos la alternativa de hacer una revisión a esa norma o incorporar esa definición 
dentro de la ley. Finalmente, nos pareció más atinado algo parecido a hacer una revisión, pero no a la norma del Banco Central, 
sino a los conjuntos económicos que estuvieran registrados como tales en el Banco Central. Entendimos que, en ese caso, se 
respeta la coherencia con la definición de conjunto económico que ya existe en el Derecho Positivo, que es esta definición 
reglamentaria a la que estoy aludiendo pero, a su vez, se le otorga mayor certeza jurídica a esta norma porque aquellos grupos 
económicos que no estuvieran registrados como tales en el Banco Central no estarían comprendidos en la norma. 


Está claro que, en este caso, el valor en juego que se protegería sería la certeza jurídica. Si diéramos una definición, habría que 
analizar en cada caso si se cumplen o no los requisitos. 


SEÑOR MICHELINI.- En todo caso, lo que el Banco Central dará es la información sobre grupos económicos que tiene registrados. 


Si alguien sospecha que hay grupos económicos, pedirá doble información, pero el riesgo de si eso es grupo o conjunto económico 
será a cuenta de él, de manera que el Banco Central no tenga que hacer toda una evaluación que podría demorar y hacer 
engorrosa la tarea. 


SEÑORA PEREZ.- La definición a que estamos haciendo referencia no está incorporada al memorándum y la traje por escrito por 
lo que, si están de acuerdo, podemos leerla para que quede constancia en la versión taquigráfica. Se trata de una redacción que 
habíamos esbozado para incorporar a la ley, por lo que tiene alguna variante de redacción que no hace a los aspectos sustanciales 
del conjunto económico. 


La definición es la siguiente: "Existe conjunto económico cuando dos o más personas físicas o jurídicas, residentes o no, forman un 
conjunto económico cuando están interconectadas de tal forma que existe control de unas sobre las otras, o están bajo el control 
común de una persona física o jurídica, de forma directa o indirecta, o tienen unidad en el centro de decisión, o pertenecen a 
cualquier título a una única esfera patrimonial, independientemente de la forma jurídica adoptada, haya o no vinculación en la 
actividad o en el objeto social de los sujetos de Derecho considerados. También se considerará que existe conjunto económico 
cuando una persona física o jurídica ejerza influencia significativa sobre otra, o cuando dos o más de estas personas estén bajo la 
influencia significativa común de una persona física o jurídica de forma directa o indirecta." Esta es la definición de la recopilación 
del Banco Central. 


SEÑOR ABREU.- Está claro que la definición no es para incorporar, pero sí es importante establecer que existe la definición del 
conjunto económico y que es conveniente agregarla, sustituyendo "grupo económico", que era la inquietud que planteamos en la 
sesión pasada. 


Además, a los efectos del alcance de la norma, la redacción propuesta por el Banco Central establece que se entenderá por 
conjuntos económicos los por él registrados como tales. Es decir que la definición de conjunto económico está realizada, pero se 
entiende que son los que están de alguna forma registrados como tales. Mi pregunta se basa en la inquietud que planteamos en la 
sesión anterior, y refiere a que cualquier persona física o jurídica vinculada a una sociedad -puede ser en minoría- a un grupo 
económico, sin esta limitación que estamos estableciendo puede solicitar una información, lo que eventualmente constituye un 
instrumento de desestabilización, simplemente por el juego de litigios naturales que existe en la sociedad. El límite tendría que 


estar en la definición de conjunto económico y en el hecho de que éstos sean los que el Banco Central considera registrados. 
Entonces, allí ya no dejamos el tema librado a la ansiedad litigiosa -que es muy común en el ámbito uruguayo- que trasmite 
además un conflicto reservado por la inseguridad con que funcionan las personas jurídicas o los agentes en el mercado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Continuamos con la consideración del tema, pasando al punto 5 del 
memorándum, relativo al artículo 3*. 


SEÑORA PEREZ.- Allí simplemente se hace un agregado de redacción que nos sugirió el contador Cantera a partir de las 
observaciones que se realizaron en la última sesión, por lo que no merece mayores explicaciones. En definitiva, se agrega en el 
inciso primero del artículo 3* la expresión: "que administre el Banco Central del Uruguay", lo que refiere a las bases de datos. La 
parte final del inciso primero del artículo expresaría, entonces, lo siguiente: "u otra base de datos sobre operaciones bancarias 
activas referidas a inversiones, préstamos, créditos, descuentos, hipotecas, avales, garantías u otras obligaciones crediticias que 
administre el Banco Central del Uruguay". Esto es, reitero, para dejar claro que son bases de datos administradas por el Banco 
Central del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Pasamos a considerar entonces el numeral 6%, que hace referencia al artículo 
52, 


SEÑORA PEREZ.- La siguiente precisión también es similar. 


Existía la inquietud de definir con mayor precisión la palabra "agentes", porque se entendía que podía no ser suficientemente clara. 
Entonces, buscamos una redacción alternativa. Los agentes que están mencionados en el artículo 5% son las instituciones que el 
artículo 3" llama "instituciones controladas", es decir, aquellos que suministran la información. De todas maneras, como pueden ser 
controlados tanto personas jurídicas como físicas, se quiso dejar bien en claro. Por ejemplo, hay algunos agentes controlados por 
el Banco Central del Uruguay que pueden ser personas físicas, como es el caso de los agentes de bolsa. Con esto quiero señalar 
que hay algunos controlados que no son instituciones controladas. Por lo tanto, para que no hubiera lugar a ninguna interpretación, 
en lugar de transcribir textualmente "instituciones controladas", como decía el artículo 3%, se prefirió esta redacción que dice: "Las 
personas físicas o jurídicas que suministren la información contenida", y luego sigue el texto tal como estaba. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Se pasa a considerar el numeral 7? del memorándum. 


SEÑOR NICOLINI.- Si me permite, señor Presidente, quiero hacer una consulta sobre el artículo 5% del proyecto de ley que, a mi 
juicio, es una de sus bases principales. Digo esto, porque evidentemente, en la forma en que estas entidades dan la información, la 
responsabilidad que les cabe es la base angular de esto. 


De su lectura me llama la atención lo escueto que es. Entonces, la pregunta es por qué no se establecen las penalidades que 
pudieran existir -porque ello desarmaría absolutamente todo este proyecto de ley- si la información proporcionada no es la 
adecuada, dado que una no actualización podría provocar realmente una situación bastante complicada. 


Quisiera una explicación concreta sobre lo escueto del artículo porque, insisto, me parece que es la piedra angular para que esto 
funcione bien. 


SEÑORA YELPO.- Cuando se pensó en este artículo, se pretendió definir, en forma concreta y breve, cuál es la responsabilidad 
del Banco Central del Uruguay como Estado al suministrar la información y cuál es la responsabilidad de las instituciones 
controladas que proporcionen una información que no sea genuina, que no sea actualizada, que de algún modo sea falaz. 


Con relación a las instituciones controladas, éstas tienen la responsabilidad que les determina el cuerpo normativo general en esa 
materia, así como lo que establece el Código Civil sobre las indemnizaciones que correspondan por los eventuales perjuicios que le 
ocasionen a ese tercero cuya información suministró en forma no veraz y que le impedirá acceder al crédito o lo que sea. 


Con relación al Estado, le corresponde la responsabilidad del artículo 24 de la Constitución; es lo que se conoce como error en el 
suministro de información registral, como por ejemplo, algún error en el digitado. Al respecto, tenemos abundante jurisprudencia. 
Por eso fue concreto el artículo y se optó por esa técnica de redacción. 


SEÑORA PEREZ.- Complementando lo expresado por la doctora Yelpo, quiero decir que cuando existe un error, hay dos 
situaciones posibles: que el error provenga de quien suministró la información, o que provenga del Banco Central que procesó mal 
esa información. Este artículo concretamente refiere a la primera hipótesis, cuando quien suministró la información lo hizo en forma 
incorrecta. En este caso, se consagra en forma expresa lo que en realidad debería estar implícito en el ordenamiento jurídico, y es 
que cada uno es responsable por sus propios actos. De modo que, por supuesto será responsable la institución si proporciona una 
información equivocada o falsa. De todos modos, la experiencia que hemos tenido en los últimos años en materia de litigios en el 
Banco Central nos indica que esta norma, en ese sentido, no está de más. 


Para la segunda hipótesis -como bien decía la doctora Yelpo- si fuera un error del Banco en el procesamiento de la información, se 
aplican las normas de Derecho común y Administrativo sobre responsabilidad del Estado. Al respecto, está el artículo 24 de la 
Constitución, que implica que cuando existe una falta del servicio, el Estado será responsable. Además, hay que agregar que las 
potestades de control del Banco Central sobre el sistema financiero implican la existencia de una potestad disciplinaria. De modo 
que el suministro de información incorrecta -sea intencional o no- merece la aplicación de la potestad disciplinaria del Banco 
Central sobre esas instituciones, y todo el elenco de sanciones que están previstas en la respectiva ley, en cuanto a la actuación 
incorrecta de las instituciones de intermediación financiera y, en general, de todas las instituciones controladas. 


SEÑOR ABREU.- Es importante -para una información clara sobre el alcance del artículo 5”- explicitar que se está refiriendo a la 
responsabilidad, exclusivamente sobre la veracidad y actualización de la información. Es decir que hay otro tipo de responsabilidad 
que pueda ser reclamada por parte de un tercero, como por ejemplo, sobre el alcance de la información, si se considera que la que 
se ha brindado va más allá de lo que la propia norma establece. En realidad, este es otro tema que puede estar sujeto a la acción 
del tercero cuando quiere responsabilizar a los actores en esta materia. 


Es importante dejar esto bien en claro -es decir, que la limitación es en cuanto a la veracidad y a la actualización de la información, 
nada más- ya que hay otro tipo de responsabilidad que puede ser ejercida y reclamada por los terceros. Si la información que se 
brinda a un tercero por parte del Banco Central va más allá de lo que yo entiendo que la ley le permite y causa un perjuicio enorme 
-la verdad es que la ley dice tal cosa, pero la información que se ha brindado, aun siendo veraz, está por encima o va más allá de lo 
que yo creo debería haber sido manejado por el Banco Central- ahí sí el Banco es responsable, al igual que las otras personas 
jurídicas y físicas que actúan porque, en este caso, no estamos hablando de la veracidad, sino del alcance, aspecto sobre cual se 
puede plantear una duda. 


Quiero aclarar esto para que se sepa hasta dónde llega la responsabilidad. 


SEÑOR NICOLINI.- Tal vez habría que hacer alguna modificación de redacción en este artículo 5%, porque los agentes son 
responsables de suministrar la información, pero no son responsables de la información que está contenida en los registros del 
Banco Central. 


Una cosa es suministrar la información al Banco Central y otra son los registros del Banco Central, que son su responsabilidad. 


Entonces, en el artículo se dice que los agentes del sistema de intermediación financiera que suministren la información contenida 
en los registros del Banco Central a que hace referencia al artículo 3%, serán los únicos responsables por la veracidad. Una cosa es 
brindar la información y otra es lo que está contenido en los registros, que es a lo que hacía referencia la doctora, porque 
obviamente puede haber dos responsabilidades: una, de quien suministra la información y otra, en el caso de que haya algún error 
dentro del Banco Central al canalizar esa información. 


SEÑOR MICHELIN!I.- En virtud de que me tengo que retirar de Sala, debo señalar que la información que nos han brindado es 
realmente muy buena y que creo que habrá que hacer algunas modificaciones a la norma. Por eso, propongo que de aquí al 
próximo jueves un grupo de Senadores trabajemos en el tema; estoy pensando en los señores Senadores Abreu, Rubio o cualquier 
otro compañero que, junto a quien habla, pudiéramos analizar la posibilidad de realizar esas modificaciones, para tratar de traer un 
texto que contemple varias de las sugerencias del Banco Central. 


SEÑOR ARTECONA.- Con respecto a lo que decía el señor Senador Nicolini, debo señalar que el contenido de ese registro 
proviene de la institución que informa. Es decir que el contenido de ese registro es responsabilidad exclusiva de la institución que 
aporta la información. En este caso, el Banco Central actúa como un registro y, como tal, responde por la veracidad de la 
información que se le proporciona para conformarlo. O sea que el contenido de ese registro no depende del Banco Central, sino de 
la información que le aportan las instituciones que lo nutren de datos. 


En definitiva, esta norma consagra lo que es común a cualquier registro. El registro tiene una función informativa y, por lo tanto, el 
responsable de la veracidad es quien aporta el elemento al registro. 


SEÑORA PEREZ.- Nos resta realizar el último comentario sobre el artículo 7”. 


Este artículo fue incorporado por la Cámara de Representantes. Tal como expresamos en nuestras notas, realmente consideramos 
innecesaria la inclusión de esta disposición, pero además de innecesaria, desde el punto de vista de la técnica jurídica, quizás 
también sería una norma que podría llegar a generar confusión. 


Es innecesaria por la razón que me parece que ya todos sabemos. Está invocando una norma de carácter constitucional y creemos 
que es innecesario que una ley invoque la Constitución para hacer obligatoria alguna disposición. La Carta es una norma de mayor 
jerarquía y va a regir de todos modos, a pesar de que la ley no la invoque. De modo que esta potestad de pedir información por 
parte de los Senadores ya está claramente consagrada en la Carta Magna. Pero, además, esta es una técnica legislativa poco 
usual; me refiero al hecho de que en una ley se incorpore una disposición que expresamente aclare que el artículo 118 de la 
Constitución será aplicable. 


Podría tender un manto de dudas sobre todas aquellas situaciones e informaciones que no están incluidas en la ley pues, si yo 
necesito aclarar expresamente que en el caso de la información que se va a revelar de acuerdo a este texto, los Legisladores 
pueden pedir información de acuerdo al artículo 118 de la Constitución, cabe preguntarse: ¿qué sucede con el resto de la 
información que, obviamente, sí está incluida en el citado artículo porque es una norma clara en ese sentido? 


De modo que por esas dos razones: por ser innecesaria y porque quizás pueda dar lugar a confusiones, entendemos que no sería 
conveniente mantenerla. 


SEÑOR BARAIBAR.- Creo que la exposición y los aportes documentales que hemos recibido han sido muy ilustrativos para 
quienes no somos especialistas en el tema y en alguna medida hemos ingresado a la consideración del proyecto en estos días. 


Dado que esta delegación es muy importante y técnicamente está muy bien dotada, quisiera en alguna medida -quiero dejarlo bien 
claro- generarles un compromiso. Estoy leyendo la exposición de motivos que remitiera el Poder Ejecutivo, firmada por el 
Presidente Tabaré Vázquez, Danilo Astori y Reynaldo Gargano, que refiere a cuál es el sentido que tiene esta propuesta, fundada 
especialmente en la política general del Banco para la difusión de información sobre personas y empresas e instituciones 
incorporadas al registro que llevan. Allí se expresa que las funciones de regulación y supervisión del sistema financiero, así como 
de las resoluciones de sanciones sobre empresas y personas sujetas a su control, deben ser las de proveer toda la información al 
público por cuanto la misma constituye una herramienta. O sea que el objetivo del Poder Ejecutivo es que el Banco Central 
flexibilice las restricciones que hoy tiene en materia de dar información sobre la que dispone. 


Lo que yo solicito a la delegación es que, ya que está todo el día analizando este tema y conoce muy bien toda la normativa 
teórica, las bases legales y la práctica, nos ayude en esa materia. Los objetivos que el Poder Ejecutivo nos plantea son el logro de 
las finalidades del Banco Central del Uruguay, promover la disciplina de los agentes que participan del sistema financiero y la 
aplicación de prácticas sanas por parte de las instituciones, de sus empleados y directores, así como también de los usuarios del 
sistema, tomadores de crédito, libradores de cheques, etcétera. Asimismo, se expresa que esta información es necesaria para la 
toma de decisiones por parte del público en general, a los efectos de proteger los derechos de los consumidores de productos 
financieros de particular. El Banco Central, en su función de regulador y supervisor del sistema financiero, dispone de un número 


importante de informaciones que, con respecto a la difusión, tienen un tratamiento desigual, aunque en términos de interés general 
no debería ser así. Además, en la exposición de motivos hay seis referencias que sí se difunden y una larga referencia... 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Son las contradicciones del Gobierno. 
SEÑOR BARAIBAR.- Estoy hablando del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Lo que yo quisiera consultar es si sobre estos puntos que están planteados en la exposición de motivos, remitida por el Poder 
Ejecutivo, es conveniente que ustedes nos aporten nuevos elementos -teniendo claro el objetivo de dar mayor difusión sobre los 
temas contenidos en la información de que dispone el Banco Central- ya que todavía estamos discutiendo el proyecto y ya es claro 
que el proyecto que viene de la Cámara de Representantes va a ser modificado. 


Este es el objetivo central del tema y ustedes son los operadores en esta materia en un área específica, como es el Banco Central 
del Uruguay. Por lo tanto, será bienvenida toda aquella información que se nos brinde en este tema para enriquecer estos objetivos 
-que, descuento, ustedes comparten- para dar transparencia al sistema financiero. 


SEÑOR CANTERA.- Simplemente, quiero aclarar que el objetivo expuesto en la Exposición de Motivos del Poder Ejecutivo, se 
cumple estrictamente de acuerdo con lo establecido en el artículo 3% del proyecto de ley objeto de análisis. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- La Comisión de Hacienda agradece a los representantes del Banco Central del 
Uruguay la colaboración y ayuda técnica brindada, que son muy valoradas. 


(Se retiran de Sala los representantes del Banco Central del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay, a quien pide disculpas por la demora que se ha generado 
en virtud de que se ha extendido en la consideración de un proyecto de ley que se analizó con los representantes del Banco 
Central del Uruguay. En consecuencia, se da la bienvenida a los señores José Aneiros y Juan Peralta, a quienes cedemos el uso 
de la palabra. 


SEÑOR ANEIROS.- Agradecemos haber sido recibidos por esta Comisión para tratar dos temas fundamentales. 
Uno de ellos se refiere a la creación del Registro Unico de Créditos Financieros, ¿la iniciativa está aún en esta Comisión? 
SEÑOR NICOLINI.- Efectivamente. 


SEÑOR ANEIROS.- Nosotros hemos leído ese proyecto de ley y nos parece que es un excelente trabajo; inclusive, hemos 
felicitado a los Diputados que trabajaron en esa etapa. Esperamos, pues, que tenga un pronto diligenciamiento porque es una 
necesidad contar con un banco de datos de todo el sistema parafinanciero, que hoy no existe, pero que sí tenemos para el sistema 
financiero del Banco Central. Esto representaría una protección para los consumidores de servicios financieros que solicitan 
créditos en instituciones que no son bancos. Este Registro, particularmente en el momento del adeudo, va a permitir frenar toda 
una serie de abusos, al mismo tiempo que va a hacer cumplir a los mismos prestamistas sus obligaciones con el Estado -con el 
Banco de Previsión Social, con la Dirección General Impositiva, etcétera- y también permitirá que el Banco Central cuente con una 
información de primera línea de la que hoy carece. De modo que en esto estamos absolutamente de acuerdo. 


Con respecto al proyecto de ley relativo a la usura, nosotros entendemos que hay ocho facetas a tener en cuenta. La primera tiene 
que ver con la ampliación del ámbito de aplicación de la ley -creemos que este aspecto está bien resuelto por los artículos 1* y 22 
de la iniciativa-; la segunda, con el propósito de bajar los topes de usura. Esto está vinculado a la rentabilidad del sistema financiero 
y del sistema parabancario y a la disponibilidad de crédito de ambos sistemas. La tercera, refiere a la necesidad de eliminar los 
vales en blanco; la cuarta, al procesamiento del delito de usura; la quinta, al problema que generan los productos bonificables de 
las tarjetas de crédito; la sexta a la eliminación de las falsas cooperativas de ahorro y crédito, la séptima, a la reglamentación del 
servicio del Clearing de Informes -creo que a este respecto hay varios proyectos en danza-; y, por último, la octava, al 
funcionamiento de los organismos de control del Estado, que serían cuatro: el Banco Central del Uruguay, la Dirección Defensa del 
Consumidor, el Poder Judicial -inclusive, el proyecto tiene un artículo especial, que se llama "Ambito Judicial" para contemplar este 
tema- y la Auditoría Interna de la Nación. 


A continuación, y porque sabemos que el tiempo es poco, vamos a pasar al análisis del articulado. 


Concretamente, queremos agregar algunas cosas a varios artículos y también vamos a proponer la eliminación de algunas 
disposiciones, así como una mejor redacción en aquellos casos que entendemos no están demasiado claros. 


SEÑOR NICOLINI.- ¿De cuál proyecto está hablando? 


SEÑOR ANEIROS.- Estoy hablando del proyecto de ley que el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento y que ingresó el 19 de 
setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Aclaro a nuestros invitados que la Comisión todavía no ha comenzado con el 
tratamiento de ese proyecto de ley y también que, por lo visto, estamos manejando textos distintos. 


En consecuencia, les solicitamos que nos envíen un memorándum con los comentarios que les pueda merecer el proyecto de ley 
que vamos a entregarles, que contiene el texto que fue modificado. 


Sin más, les agradecemos la visita y permaneceremos en contacto. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 18 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


